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J IVP201600607 

 

 

Sobre: 

Art. 182 CP  

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez 

Torres, la Juez Nieves Figueroa y el Juez Flores 

García. 

 

Flores García, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece la parte peticionaria, la señora 

Jaqueline Maldonado Figueroa, mediante un recurso de 

Certiorari criminal, solicitando nuestra intervención 

en torno a la Resolución emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia el 31 de mayo de 2016, notificada el 

17 de junio de 2016. Mediante la referida 

determinación, el foro primario denegó una moción de 

desestimación presentada por la peticionaria, en la 

que alegaba que se le había violado su debido proceso 

de ley en la etapa determinación de causa probable 

para arresto, según regulada por la Regla 6 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II. 

Específicamente arguye que se le infringió su derecho 

a una efectiva asistencia de abogado y su derecho a 

confrontarse con los testigos que presentaron 

declaraciones en su contra.   
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Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, desestimamos el presente recurso por 

falta de jurisdicción.     

I 

 Según surge del recurso, el 5 de abril de 2016 se 

presentó una denuncia contra Jacqueline Maldonado 

Figueroa por infracción al artículo 182 del Código 

Penal de Puerto Rico (apropiación ilegal agravada). A 

la vista de determinación de causa probable para 

arresto compareció la imputada acompañada de su 

representación legal. El magistrado escuchó el 

testimonio del agente investigador del caso el Sr. 

René Rodríguez, cuyas declaraciones no estuvieron 

sustentadas en conocimiento personal, sino que se 

apoyaron en información o creencia y examinó dos 

declaraciones juradas suscritas por los testigos Emily 

Velázquez Torres y Pablo Velázquez Soto. El foro de 

primera instancia determinó causa probable para 

arresto por el delito imputado. 

 El 18 de mayo de 2016, día señalado para 

celebrarse la vista preliminar, la defensa presentó 

una moción de desestimación por violación al debido 

proceso de ley. Sostuvo que en la vista de 

determinación de causa probable para arresto se le 

vulneró su derecho a confrontación según establecido 

en Crawford v. Washington, 541 U.S. 36 (2004), pues se 

denegó su objeción al uso de las declaraciones juradas 

como prueba sustantiva. También alegó que se le privó 

de su derecho a presentar una defensa adecuada cuando 

el foro primerio no le permitió leer las dos 

declaraciones juradas sometidas con la denuncia para 
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poder utilizar su contenido en el contrainterrogatorio 

del único testigo que declaró en la vista. 

 El 23 de mayo de 2016, el Ministerio Público 

presentó una Moción en Oposición a Solicitud de 

Desestimación. Arguyó que en la determinación de causa 

probable para arresto se cumplió con los requisitos 

constitucionales. Además, añadió que debido a la 

naturaleza informal y flexible de la vista de 

determinación de causa probable para arresto, lo 

resuelto en Crawford v. Washington, supra, no es de 

aplicación en toda su amplitud en esta etapa de los 

procedimientos. El 8 de junio de 2016 se celebró una 

vista argumentativa donde las partes expusieron sus 

argumentos. El 15 de junio de 2016, notificado el 17 

de junio de 2016, el foro primario denegó la moción de 

desestimación.  

Inconforme, el peticionario recurre ante esta 

segunda instancia judicial, alegando que el foro 

primario erró al denegar la moción de desestimación, 

toda vez que la vista de determinación de causa 

probable para arresto se llevó acabo en contravención 

de su derecho constitucional a un debido proceso de 

ley por haberse violentando su derecho fundamental a 

la confrontación, así como su derecho a una adecuada 

representación legal.  

 Veamos la procedencia del recurso promovido. 

 

II 

A. 

La Constitución de federal y local contienen el 

pacto básico que como ciudadanos hemos acordado con el 

Estado para regular nuestras vidas como sociedad 
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democrática. Ambos documentos consagran la vida, la 

libertad y la propiedad como derechos fundamentales de 

los ciudadanos que restringen la intervención del 

Estado sobre los mismos. En ese sentido, ambas 

Constituciones exigen que una vez se identifica la 

intervención del Estado con uno de estos derechos, se 

le garantice a todo ciudadano un debido proceso de 

ley. Constitución de los Estados Unidos, Enmienda 

Quinta, USCA Enmd. V; Constitución de Puerto Rico Art. 

II sec. 7, 1 LPRA Art. II, sec. 7.    

Nuestro ordenamiento jurídico ha establecido un 

procedimiento para el procesamiento de aquellas 

personas imputadas de delitos, que viabiliza en 

algunas instancias ciertas garantías de entronque 

constitucional y otras de índole estatutaria. En 

particular, se requiere que previo a que un magistrado 

expida una orden autorizando la detención de una 

persona, se haya determinado “causa probable apoyada 

en juramento o afirmación”. 1 LPRA Art. II, sec. 10. 

El procedimiento para la expedición de una orden de 

arresto esta codificado Regla 6 de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II.
1
 Dicha regla establece el 

derecho del imputado a estar presente, asistido de 

abogado, contrainterrogar a los testigos en su contra 

y ofrecer prueba a su favor. Id. Sin embargo, estos 

derechos son absolutos. Pueblo v. Rodríguez López, 155 

DPR 894, 904 (2001). En particular, el derecho de un 

imputado “a contrainterrogar a los testigos en su 

contra a nivel de causa probable para arresto depende 

                                                 
1 Cuando la Ley 29 del 19 de Julio de 1987 enmendó las Reglas 5 y 

6 de Procedimiento Criminal autorizó “a los magistrados a 

determinar causa probable para ordenar un arresto basada en 

declaraciones por información o creencia”. Exposición de Motivos 

de la Ley 29 del 19 de Julio de 1987.   
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de la discreción del tribunal.” Id. Por otro lado, “en 

esta etapa inicial del proceso criminal, [el imputado 

no tiene derecho] a examinar ni a obtener copia de las 

declaraciones juradas que fueron sometidas en la vista 

de determinación de causa probable para el arresto.” 

Pueblo v. Irizarry, 160 DPR 544, 569(2003).  

De conformidad con el procedimiento criminal en 

nuestro sistema, en el caso que a una persona se le 

impute la comisión de un delito grave y recaiga una 

determinación de causa probable para arresto conforme 

la Regla 6 de las Reglas de Procedimiento Criminal, 

procederá la celebración de una vista preliminar, cuya 

naturaleza es estatutaria, no constitucional. Reglas 6 

y 23 de las de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, 

R. 6 y 23.  

La vista preliminar precede la celebración de un 

juicio y se ventila ante un magistrado para determinar 

si el delito imputado en la denuncia se ha cometido y 

si existe causa probable para considerar que la 

persona denunciada lo cometió. Pueblo v. Irizarry, 

supra, a la pág. 556. Tras la determinación de causa 

probable para acusar se autoriza al Ministerio Público 

a presentar la acusación. Pueblo v. Jiménez Cruz, 145 

DPR 803, 814–815 (1998). A la luz de las salvaguardas 

procesales que provee la vista preliminar, cuyo 

procedimiento es más formal y se le consagran mayores 

derechos al imputado, se ha establecido mediante 

jurisprudencia que la determinación de causa probable 

para arresto “no es revisable mediante certiorari”. 

Pueblo v. Jiménez Cruz, supra, a la pág. 814. Por otro 

lado, el Ministerio Público si puede recurrir mediante 

recurso de certiorari de una determinación de ausencia 
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de causa probable para arresto o para acusar, tras la 

celebración de la vista en alzada, solo si la 

determinación de foro primerio se apoyó en fundamentos 

estrictamente de derecho. Pueblo v. Diaz De León, 176 

DPR 913 (2009); Pueblo v. Sustache Sustache, 176 DPR 

250 (2009).  

El remedio disponible para el imputado se activa 

una vez presentado el pliego acusatorio, que 

representa la acusación cuando el delito imputado es 

grave.
2
 El acusado puede solicitar la desestimación de 

la acusación sino se determinó “causa probable por un 

magistrado u ordenado su detención para responder del 

delito, con arreglo a la ley y a derecho.” 34 LPRA Ap. 

II R.64 (p). Es decir, la regla permite al acusado 

presentar una moción de desestimación amparándose en 

que se determinó causa probable contrario a derecho 

“cuando se ha incumplido con los requisitos de ley y 

jurisprudenciales que gobiernan la determinación de 

causa probable”. Pueblo v. Branch, 154 DPR 575, 585 

(2001).  

Sin embargo, en el procesamiento de un delito 

grave no se puede solicitar la desestimación de la 

acusación al amparo de la Regla 64 (p) por errores 

cometidos en la vista de determinación de causa 

probable para arresto. Pueblo v. Jiménez Cruz, supra, 

a la pág. 815. Una determinación de causa probable 

                                                 
2 Cuando el delito imputado es uno menos grave sin derecho a 

juicio por jurado, la denuncia será el documento o pliego 

acusatorio; “esto es, el procedimiento, desde la alegación del 

imputado hasta el juicio, se verá con base en la denuncia, que 

será sinónimo de acusación a todos los fines pertinentes” en 

“asuntos tales como el contenido de la acusación o denuncia 

(Regla 35) y moción de desestimación (Reglas 63 y 64).” E.L. 

Chiesa Aponte, Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados 

Unidos, Colombia, Ed. Forum, 1998, Vol. III, § 21.2, a las págs. 

22-23, esc. 11. Véase también, Regla 34 de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 34.  Véase, además: J.E. Fontanet 

Maldonado, El Proceso Penal de Puerto Rico: Etapa Investigativa 

del Proceso, T.I Editorial InterJuris, 2008, págs. 293-294.  
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para acusar en la vista preliminar, “subsana cualquier 

error” de la determinación de causa probable para 

arresto. Id. Ello pues, la vista preliminar para 

determinación de causa probable para acusar 

“constituye una revisión de la determinación de causa 

probable para arresto, en cuanto al aspecto central de 

si se puede o no continuar el proceso criminal contra 

el imputado.” E.L. Chiesa Aponte, Derecho Procesal 

Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, Colombia, Ed. 

Forum, 1993, T. III, págs. 48. 

Según el Profesor Ernesto L. Chiesa Aponte, 

cuando la determinación de causa probable para arresto 

por la comisión de un delito grave no es conforme a 

derecho, el único remedio que tiene disponible el 

acusado es solicitar la supresión de la evidencia 

incautada incidental al arresto ilegal. Chiesa Aponte, 

op. cit., págs. 49–50.  

El derecho a solicitar la revisión de un dictamen 

o apelar una convicción no es un derecho 

constitucional, es un privilegio estatutario. Pueblo 

v. Esquílin Díaz, 146 DPR 808, 814 (1998). No se 

considera un elemento necesario del debido proceso de 

ley hasta que es incorporado por acción legislativa. 

Id. pág. 816. Además, cada jurisdicción tiene 

autoridad para dictaminar “aquellas circunstancias y 

condiciones bajo las cuales procedería” la revisión de 

una determinación. Id. Véase además, McKane v. 

Durston, 153 US 684 (1894).  

No obstante, el imputado tiene a su disposición 

el recurso extraordinario del auto de habeas corpus 

para cuestionar la legalidad de la prisión o custodia 

por una supuesta violación de algún derecho 
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constitucional en la vista de determinación de causa 

probable para arresto.  D. Rivera Rivé, Recursos 

Extraordinarios, 2da Ed., San Juan, Puerto Rico, Ed. 

Universidad Interamericana de Puerto Rico, 1996, pág. 

148; Otero Fernández v. Alguacil, 116 DPR 733, 740 

(1985). En la vista de habeas corpus no se cuestiona 

ni se relitiga la validez de la determinación de causa 

probable arresto, sino que  “se circunscribe a 

asegurarse de que se han seguido y observado [los] 

trámites procesales correctos, ajustados al debido 

proceso de ley.” Rabell v. Alcaides Cárceles de P.R., 

104 DPR 96, 101 (1975); Otero Fernández v. Alguacil, 

supra. 

III 

Por hechos ocurridos el 17 de febrero de 2015 se 

le imputó a la peticionaria infringir el artículo 182 

del Código Penal de Puerto Rico (apropiación ilegal 

agravada). Tras la determinación de causa probable 

para arresto y previo a la celebración de la vista 

preliminar, la peticionaria solicitó la desestimación 

de la denuncia presentada en su contra por violación 

al debido proceso de ley. El foro primario denegó la 

solicitud de desestimación. Inconforme la peticionaria 

recurrió ante nos.  

Conforme a lo anteriormente esbozado, en nuestro 

ordenamiento jurídico no es posible solicitar la 

desestimación de una denuncia de un delito grave por 

haberse determinado causa probable para arresto en 

violación al debido proceso de ley. Tampoco es 

revisable ante un foro de segunda instancia la 

determinación de causa probable para arresto.  
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Por todo lo antes expuesto, resulta forzoso 

desestimar el presente recurso de certiorari por falta 

de jurisdicción. Los planteamientos de jurisdicción 

deben ser examinados y resueltos antes de considerar 

los méritos de un pleito y, de carecer de jurisdicción 

lo único que podemos hacer es desestimar el recurso. 

“[E]l foro judicial no tiene discreción para asumir 

jurisdicción allí donde no la hay”. García Ramis v. 

Serrallés, 171 DPR 250, 254 (2007).  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima 

el auto de certiorari por falta de jurisdicción. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 La Juez Nieves Figueroa disiente sin opinión 

escrita. 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 


